En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Capital de la Provincia de Jujuy, República Argentina, a los seis días del mes de Octubre de mil novecientos noventa y dos, reunidos en la Sala de Acuerdos del Superior Tribunal de Justicia, los Señores Miembros del Tribunal Electoral de la Provincia, Dres. Amado Roberto Cura, Roberto Raúl Salvador y Benjamín Burgos, vieron el Expte. Nº 34 –Letra: P.A.A.-M.N.T. –Año: 1992, caratulado: “Dr. FERNANDO R. M. ZURUETA. PROMUEVE ACCION DE AMPARO- MEDIDA DE NO INNOVAR c/ de Resolución del Comité Provincia de la U.C.R. llamando a Elecciones Internas para el 29/11/92”, y

CONSIDERANDO:
Fernando Raúl Manuel Zurueta, por sus propios derechos y en su calidad de ciudadano y afiliado de la Unión Cívica Radical, ocurrió por ante el Tribunal Electoral de la Provincia con la finalidad de interponer “Acción de Amparo- Medida de no Innovar en contra de la Resolución del Comité de la Provincia de la U.C.R. Distrito Jujuy, donde resuelve llamar a Elecciones Internas a cargos Electivos”, siendo su petitorio liminar que esta Corte Electoral “declare arbitraria e ilegal la medida dispuesta en virtud de la cual se resuelve llamar a Elecciones Internas en el Distrito Jujuy de la U.C.R. para que por el voto directo de los afiliados se proceda a elegir titulares y suplentes de los siguientes cargos y en el número dispuesto por la Constitución de la Provincia: Diputados Provinciales, Concejales Municipales, Vocales de las Comisiones Municipales…”, y lo hace de la manera propuesta por entender que este organismo electoral “es competente para entender y resolver la presente causa en virtud de lo dispuesto por los Arts. 41 y concordantes de la Constitución Provincial, Art. 100 de la Constitución Nacional, Ley 4564/91 del Código Electoral de Jujuy en su art. 10, como de igual manera todas aquellas leyes que tengan una relación directa con el planteamiento que en la fecha “deja inaugurado, solicitando de manera eventual, para el supuesto de proclamarse la incompetencia del Tribunal requerido, que “en subsidio se remitan estas actuaciones ante la Excelentísima Cámara competente”.-
Al formular los recaudos históricos que dieron nacimiento a los antecedentes del caso, pone de manifiesto su alegría y también preocupación que le causara la convocatoria a elecciones emanada del Comité Provincia de la U.C.R., lo primero porque “nuevamente este partido más que centenario enraizado en sus principios democráticos llame a elecciones”, la preocupación, en tanto se pretende “efectuar el llamado no sólo para cubrir los cargos partidarios y el de Diputado Nacional, sino que también se quiera llamar a elecciones internas para cubrir los cargos de Diputados Provinciales, Concejales Municipales, y Vocales de las Comisiones Municipales”, y trasladando esta situación al Presidente del nucleamiento partidario, a quien le expusiera en punto a la vigencia de la Ley 4564/91 Código Electoral de Jujuy que estructurara “la forma electoral conocida como “Ley de Lemas”, y que por ella todos aquellos ciudadanos afiliados a un determinado partido les está permitido presentarse en las elecciones generales a través de los “Sub-Lemas”, el mismo “minimizó este pedido argumentando que en cualquier momento queda sin efecto dicha ley y por lo tanto es correcto continuar con la idea del llamado a elecciones para cubrir los cargos electivos”, cosa que en definitiva se concretó mediante la decisión convocante al acto eleccionario interno, que califica de “arbitraria e ilegal”, entendiendo que de esa manera “se lesionan no sólo mis (sus) derechos como afiliado del radicalismo sino también de todas aquellas personas que pueden tener algún interés de presentarse como “Sub-Lema” en las elecciones generales …(por lo consiguiente) tampoco podría entenderse que hay candidatos del Partido como tal y candidatos fuera del Partido como si fuesen “Candidatos de cuarta …”, puntualizaciones éstas que están indicando que la acción en cuestión “es viable debido a que, se viola, lesiona, restringe, altera y amenaza con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta los derechos y garantías que explícita o implícitamente se encuentran amparados por la Constitución Nacional, Provincial y Ley Provincial 4564/91 y que hagan a esta materia …”. Ofrece prueba y formula el petitorio.-
El Ministerio Público Fiscal, por conducto del dictamen que elaborara (fs. 10/10vta.), resulta de opinión que esta Corte Electoral es incompetente para decidir la cuestión planteada, tesis que sustenta con apoyatura en ponderar el mérito de la normativa vigente, de orden constitucional y legal, para concluir en sostener en ese sentido, que si bien “su integración (la del Tribunal) está compuesta por magistrados y funcionarios del Poder Judicial, su naturaleza es eminentemente administrativa, sin jurisdicción para decidir en una cuestión de tutela de derechos que está exclusivamente reservada a los Jueces…”.-

Entonces, conforme fuera planteada la temática a decidir, en términos generales, podemos afirmar que la competencia es la atribución que tiene un magistrado, mandatario o funcionario para entender en una cuestión o litigio , conferimiento éste que limitado a la función de administrar justicia, no significa otra cosa que “la aptitud que la ley reconoce a cada órgano o conjunto de órganos judiciales para ejercer sus funciones con respecto a una determinada categoría de asuntos o durante una determinada etapa del proceso” (cf. Lino E. Palacio “Derecho Procesal Civil”, t. II, pág. 366, ed. Abeledo-Perrot, Bs. As. 1969).-
Así las cosas, tal cual lo exteriorizara el Ministerio Público Electoral y lo pone de manifiesto la cita precedente, corresponde, habida cuenta que la incompetencia en razón de la materia es de orden público e improrrogable y debe ser declarada de oficio en cualquier estado de la causa (cf. Ramiro Podetti “Tratado de la Incompetencia”; art. 25 C.P.C.), que este organismo electoral emita pronunciamiento al respecto.

A modo de partida, consideramos útil señalar que es común conceptuar al amparo como la acción destinada a tutelar los derechos y libertades que, por ser diferentes de la libertad corporal o física, escapan a la protección judicial por vía de habeas corpus, reconociendo su ascendencia constitucional –antes que la Constitución Provincial instituyera la garantía en el art. 41- por la existencia de pautas precisas que refieren: a) que los derechos subjetivos reconocidos en la Constitución tienen un alcance “erga omnes” b) que los ataques a esos derechos, por acción u omisión, implican una actividad  contraria a la Constitución  y, por ende, inconstitucional; c) que la inconstitucionalidad de tales transgresiones siempre proporciona fundamento suficiente a una causa judiciable; d) que en dicha, los jueces han de deparar remedio apto a la violación  para proteger el derecho subjetivo atacado; e) conforme a la índole de la pretensión articulada en la causa, y cuando es menester evitar daño o gravamen irreparable al damnificado, el derecho a la jurisdicción exige que la vía procesal a utilizarse sea idónea y apta por su rapidez y sumariedad para obtener  eficazmente la sentencia reparatoria del derecho conculcado; f) que aún a falta de ley procesal que arbitre esa vía los jueces deben depararla para no frustrar el derecho subjetivo ni la necesaria garantía que lo acompaña (cf. Germán J. Bidart Campos “Tratando …”, t. I, pág. 490/491, ed. Ediar, Bs. As. 1986; el subrayado nos pertenece); garantía esta, en la inteligencia señalada por el Sr. Fiscal, de elaboración por fuente de derecho judicial proveniente de la Corte Suprema Nacional en la consideración de las causas “Siri” en 1957 y “Kot” al año siguiente, y receptada en la letra y espíritu del art. 1º Ley 16.986, art. 41º Constitución Provincial y art. 1º Ley 4442/89, destacando este último dispositivo legal, en cuanto a competencia refiere en su art. 4º que: “Será competente para conocer y resolver en el amparo: a) El Superior Tribunal de Justicia cuando el hecho, acción u omisión, emanen o se imputen directamente a los titulares de los Poderes Legislativo o Ejecutivo; b) La Sala en turno de la Cámara en lo Civil y Comercial, o del fuero en lo Contencioso- Administrativo o del Tribunal del Trabajo, según corresponda en razón de la materia, cuando el hecho, acción u omisión emanen o se imputen a organismos centralizados o descentralizados en la Administración Pública, a los Municipios o entidades municipales, o en aquellos supuestos en que provengan de particulares”.-
Por esto, con lo anotado hasta el momento ¿estamos en condiciones de decidir el aspecto que merece nuestro análisis?. Estimamos que sí, pero también somos de criterio que es menester traer a ponderación algunas consideraciones esclarecedoras en punto al cometido constitucional que la Carta Magna local le atribuye al Tribunal Electoral, y es precisamente en orden a esas disquisiciones que continuaremos el discurrir de nuestra elaboración.-
En efecto, la Constitución de la Provincia anterior a la que nos rige, esto es conforme la reforma de 1935, contenía en la Sección Segunda el capítulo destinado al “Régimen Electoral”, disponiéndose en el art. 46 que “un Tribunal Electoral, compuesto por el Presidente del Superior Tribunal de Justicia, por el Vicepresidente 1º de la Legislatura y por el Fiscal General, o sus reemplazantes legales, presidido por el primero, tendrá a su cargo: a) …; b) …; c) …; d) …; e) …; y corroborantemente con el mandato supremo, los arts. 24 º y sgtes. de la Ley 4.164/85 disponían lo pertinente sobre composición, competencia, funciones, funcionamiento, resolución, impugnabilidad, etc. del Tribunal Electoral.-

A su turno y por obra de la reforma constitucional “dada en la Sala de Sesiones de la Convención Constituyente de Jujuy, a los veintidós días  del mes de Octubre de mil novecientos ochenta y seis”, y publicada en el B.O. Anexo Nº 133 del 17 de Noviembre de 1986, Sección Cuarta, “Régimen                         Electoral”, Capítulo Segundo “Tribunal Electoral”, se modifica la integración del organismo quedando conformado en la letra del art. 88 por: “… el Presidente del Superior Tribunal de Justicia, su Fiscal General y un miembro de los tribunales colegiados inferiores elegido por sorteo público cada dos años…”, procediéndose a continuación a apuntar los dispositivos referentes a las atribuciones y deberes, disposiciones de procedimiento y uso de la fuerza pública y colaboración, siendo el rito electoral el indicado en el párrafo precedente, hasta que el 12 de Junio de 1991 (B.O. Anexo Nº 64) se puso en vigencia la Ley 4564/91, sancionada el 31/5/91, “Código Electoral de Jujuy” que innova en la práctica electoral que se venía siguiendo a consecuencia de adoptar la forma de “Lemas y Sub-Lemas” (art. 39); asume regímenes procesales supletorios (art. 176); puntualiza la naturaleza y carácter del Tribunal Electoral que se encuentra regido por las “disposiciones del presente ordenamiento (Libro Segundo), que constituyen su ley orgánica”  (art. 181); poseer independencia funcional y financiera “con respecto a los demás Poderes Constitucionales del Estado” (art. 183) y conferimiento de funciones y atribuciones (competencia, potestades, etc.) deferidas por conducto del Libro Segundo, Título II (arts. 203/217).-
Desde la óptica de la administración de justicia, -que en la teoría de la “División de Poderes” elaborada por Montesquieu y puesta de manifiesto en su obra “El Espíritu de las Leyes” en 1748, otorga reconocimiento a la “jurisdicción” o “Función jurisdiccional” encarnando, en la trinidad de funciones del Estado, al Poder Judicial, y refiere a los jueces naturales deparados a los habitantes por la Ley Suprema (arts. 18 C. Nacional y 27 C. Provincial), -las constituciones de 1935 y 1986 reconocen al Poder Judicial el carácter de “independiente de todo otro poder” (arts. 109 del texto derogado y 145 del vigente); que está “integrado (o será ejercido) por el Superior Tribunal de Justicia y por los demás tribunales, juzgados y organismos establecidos en esta Constitución, en la ley y en su reglamento orgánico” (arts. 111 y 144 idem); goza de “autonomía funcional”, siendo que “la ley solo establecerá, en lo que no estuviere previsto por esta Constitución, la jurisdicción, competencia, integración, número y sede de los tribunales, juzgados y organismos del ministerio público, para cuyo fin debe atenderse a: … “(art. 146, vigente), en un todo corroborante con la normativa específica (Ley Nº 3.419/77, derogada, y Nº 4055/84, vigente, con la denominación “Ley Orgánica del Poder Judicial de Jujuy”) y con ubicación metodológica- distinta a la que fuera arbitrada para el Tribunal Electoral- en la Sección Quinta (Constitución de 1935) y Sección  Octava (Constitución de 1986).-

En ese orden, si desmenuzamos los repartos constitucionales y legales; escudriñamos en las respectivas dinámicas de funcionamiento, esto es, el Código Electoral y Ley Orgánica del Poder Judicial, advertimos que a la praxis electoral le atañe un “funcionamiento autónomo o independiente, con respecto a los demás Poderes Constitucionales del Estado” (cf. Ley 4564/91, art. 183), y referente a la judicial el Poder “es independiente de todo otro poder y sostendrá su inviolabilidad como uno de sus primeros deberes” (C. Provincial art. 145 p.1), estaremos, a no dudar, en condiciones de convencimiento suficiente para afirmar, conforme también lo refiere el Ministerio Fiscal, que el Tribunal Electoral de la Provincia, si bien está integrado por magistrados y funcionarios del Poder Judicial, en nuestro derecho positivo público provincial no forma parte del Poder Judicial, y siendo así como en verdad lo es, resulta incompetente a los fines de deparar una “protección judicial” por la vía excepcional del “recurso o acción de amparo”, en los términos que fuera reclamada, acusando la violación de derechos subjetivos con proveniencia en una decisión partidaria que califican de arbitraria e ilegal.-

Para finalizar, dejando planteadas las diferencias existentes entre la función electoral nacional y provincial, tema que excede en demasía las consideraciones propias del tema puesto a pronunciamiento, ello no empece para afirmar que en la primera se instituyó el “fuero electoral” de orden judicial, mientras que en la Provincia no fue así, y en su consecuencia reviste una naturaleza de extra poderes, conforme ocurre en una singular cantidad de países, algunos latinoamericanos (Uruguay, Panamá, Paraguay, Nicaragua, Ecuador, Bolivia, etc.) en los cuales el control se efectúa por medio de un Tribunal Electoral, que goza de las mismas garantías de independencia del Poder pero no forma parte de él.

No cambia la situación si el análisis que efectuamos se enfoca desde los dispositivos  contenidos en los arts. 10 y 11 Ley 4564/91, puesto que en nuestra Ley Electoral, al igual que la articulada por vía de la Ley 19.945 en el orden nacional, previó una concreta “acción de amparo” (o mejor dicho, dos, según la terminología misma de los arts. 177 y 178 C.E. Jujuy y 147 C.E. Nacional, destacado por Sagües) en pro del elector comicial, esto es, de aquél que se considere afectado en sus inmunidades, libertad o seguridad, o privado del ejercicio del sufragio, o también para que le sea entregado su documento cívico retenido indebidamente por un tercero, sea o no autoridad o agente público, ello así, dadas las características que rodean el desarrollo del acto electoral, y la escasa duración de él, aportando, como una consecuencia un trámite idóneo y útil, pero que no altera, en modo alguno, en el supuesto provincial, los repartos constitucionales y legales a los que ya hemos referido con cierto detenimiento y remitimos.

En definitiva, por las razones de hecho y de derecho incorporadas a este pronunciamiento liminar, de rigor resulta declarar que el Tribunal Electoral de la Provincia es incompetente para receptar el trámite contenido en la pretensión amparista propuesta por el Dr. Fernando Raúl Manuel Zurueta, y en esos términos corresponde manifestarlo; y sin perjuicio de la decisión asumida, conforme lo solicitado para el supuesto contenido en el acápite señalado en el punto III “Competencia”, y sin que esto signifique, en modo alguno, adelantar opinión sobre la competencia de órganos judiciales, en los términos que se pide y lo que a propósito disponen los principios consagrados en los textos normativos (arts. 150 C. Provincial; 10 C. P. Civil y 167, 168 y cc. Ley 4564/91) remítanse las actuaciones a la Cámara en lo Civil y Comercial, Sala en Turno, a sus efectos, sirviendo la presente de atenta manifestación de envío.

Por ello, el Tribunal Electoral de la Provincia de Jujuy,
RESUELVE:

1º) Declárase incompetente para receptar el trámite contenido en la pretensión amparista propuesta por el Dr. Fernando Raúl  Manuel Zurueta.

2º) Conforme lo solicitado para el supuesto contenido en el acápite señalado en el punto III “Competencia” del escrito de inicio y la normativa citada en los considerandos, sin que esto signifique, en modo alguno, adelantar opinión sobre la competencia de órganos judiciales, remítanse las actuaciones a la Cámara en lo Civil y Comercial, Sala en Turno, a sus efectos, sirviendo la presente de atenta manifestación de envío.

 3º) Transcribir en el Libro de Actas, notificar con EXPRESA HABILITACION DE DIAS Y HORAS NECESARIAS y entrega de copia al presentante. Oportunamente dese a conocer a la opinión pública por conducto de los medios de comunicación social (arts. 168 y 184- Ley 4564/91).-
